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República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público
[image: image1.png]Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Rdo: 2018-428
Dte: AMANDA YEPES MARTINEZ
Ddo: ESE PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA-ANTIOQUIA

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD
Medellín, Nueve (09) Junio de dos mil Veinte (2020)
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:

AMANDA YEPES MARTÍNEZ y OTROS
Demandada:
ESE PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA-ANTIOQUIA      
Radicado:

05001 33 33 001 2018 00428 00
SENTENCIA Nº 
	TEMA: Bonificación por servicios prestados. /decreto 2418 de 2015. / C- 402 de 2013. /Decreto 1042 de 1978. /


Los señores AMANDA YEPES MARTINEZ, JESÚS MARÍA HIGUITA BARRERA, NELSON DE JESÚS ESCUDERO MONTOYA por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del Medio de Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de LA EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA, con el fin de que se profieran las siguientes: 
1. PRETENSIONES

PRIMERA: Se declara la nulidad de los siguientes actos administrativos:
a. Actos administrativos del 27 de marzo de 2018 y 03 de marzo de 2016, emanados de la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA, por medio del cual se resolvió negativamente la petición sobre reconocimiento de la bonificación por servicios prestados por los años 2016, 2017 y 2018, ordenado por el Decreto 2418 de 2015, artículos 1,2,3,4,5 y 6.
b. Como consecuencia de la anterior declaración, a título de restablecimiento del derecho, se condene u ordena a LA EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA, a liquidar, reconocer y pagar sin perjuicios que se acredite un mayor valor en el proceso, a los demandantes AMANDA YEPES MARTINEZ con cedula 21.491.230, JESÚS MARÍA HIGUITA BARRERA con cedula 71.171.297, NELSON DE JESÚS ESCUDERO MONTOYA con cedula 71.171.297, las bonificaciones por servicios prestados correspondientes a los siguientes años.
JESÚS MARÍA HIGUITA BARRERA con cedula 71.932.082 
2016: salario$1.611.085 x 35%=$563.879
2017: salario$1.719.833 x 35%=$601.941

2018: salario$1.790.174 x 35%=$626.560
AMANDA YEPES MARTINEZ con cedula 21.491.230
2016: salario$1.611.085 x 35%=$563.879

2017: salario$1.719.833 x 35%=$601.941

2018: salario$1.790.174 x 35%=$626.560
NELSON DE JESÚS ESCUDERO MONTOYA: TOTAL 2016, 2017 Y 2018=$2.106.396
2016: salario$1.611.085 x 35%=$563.879

2017: salario$1.719.833 x 35%=$601.941

2018: salario$1.790.174 x 35%=$626.560
Y en adelante hasta la fecha y hacia el futuro mientras subsistan las cusas legales que dan origen a dicha bonificación.
TERCERA: Se condene a la demandada al pago indexado de las sumas debidas.

CUARTA: Se condene a la demandada al pago de costas y agencias en derecho.

QUINTA: La demandada, dará cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 192 de la LEY 14374 de 2011.

2.
HECHOS DE LA DEMANDA

Indica el apoderado de la parte actora que, los demandantes laboran en forma continua para LA EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA, en el cargo del Auxiliar de Enfermería, los señores Amanda Yepes Martínez y Jesús María Higuita Barrera y el señor Nelson de Jesús Escudero Montoya, en el cargo de técnico de salud ambiental. Indica que los demandantes, presentaron reclamaciones a la entidad accionada en las fechas 23/03/2018 y 18/08/2016.
Afirma que mediante los actos administrativos de fecha 27 de marzo de 2018 y 3 de marzo de 2016, la ESE Hospital Padre Clemente Giraldo, negó a los demandantes el derecho a recibir la bonificación por servicios prestados por los años 2016,2017 y 2018. Además, indica que les asiste el derecho a los actores a obtener el pago ordenado en el decreto 2418 de 2015, toda vez que es ajustado a la Constitución.
Aduce el apoderado de los demandantes que los actos administrativos acusados están afectados de nulidad por expedición irregular y falsa motivación, toda vez que pese a la facultad reglada de quienes los expidieron, no lo hicieron con arreglo a la legalidad, porque se desconoció, no solo la constitución y la Ley, sino los precedentes judiciales.

3. NORMAS VIOLADAS CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Indica las siguientes: artículos 1, 2, 4, 13, 29, 48, 53, 83, 90, 94, 228, 229 de la Constitución Política.
De la ley 1437 de 2011 invoca los artículos 1, 2, 3, 4, 10, 163-2, 138, 155, 156, 157, 162 a 167, 179, 183, 192 y 270 y demás normas concordantes.
Decreto 1042 de 1978.

Decreto 2418 de 2015.

Sentencias SU 774/14.

Como concepto de violación indica que, los actos acusados, están afectados de nulidad por expedición irregular, falta y/o falsa motivación, porque la bonificación por servicios prestados tiene su fuente en la constitución y en la ley, como también los decretos 1042 de 1978 y 2418 de 201 en virtud de los cuales, se dispuso aplicar a los empleados de carácter territorial. Afirma que la entidad en acto administrativo del 03 de marzo de 2016, hace el reconocimiento del derecho al demandante, pero manifiesta que no ha sido incluido en la partida presupuestal para el año 2016, pero extrañamente para el 2018 niega de nuevo el derecho al demandante expidiendo en forma irregular, falsa motivación o sin motivación legal y constitucional el cato atacado con evasivas de la responsabilidad frente a los derechos del empleado.
Por lo que concluye manifestando que, en virtud de salvaguardar los derechos constitucionales y fundamentales, es necesario que mediante la nulidad de los actos administrativos se restablezcan los derechos del ciudadano, pues la expedición de tal acto reviste de una flagrante extralimitación en las funciones de la administración pública. 
4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA: 
Dentro del término para contestar, mediante escrito visible a folios 90 y siguientes indica la apoderada de la entidad accionada que, unos hechos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, frente a las pretensiones indica que, se opone a todas y cada una de las mismas, toda vez que los actos administrativos cuya nulidad se pretende, fueron expedidos con el lleno de requisitos legales y no se encuentran acreditados ninguno de los vicios que les imputan.
Como razones de su defensa indica que, de conformidad con lo establecido en el articulo 2 del decreto 2418 de 2015, el reconocimiento y pago de esta bonificación esta supeditada a que se cuenten con los recursos presupuestales para el afecto. Además, indica que la ESE Hospital Padre Clemente Giraldo, se encuentra incursa en un programa de saneamiento fiscal y financiero desde el año 2016, cuyo incumplimiento conforme a lo establecido en el artículo 82 de la ley 1438 de 2011. Insiste que los actos acusados fueron expedidos conforme a derecho, teniendo como fundamento el Decreto 2418 de 2015 y fueron expedidos por el Gerente de la entidad accionada, el cual se encontraba plenamente facultado para ello.
Presenta las siguientes excepciones:
-los actos administrativos acusados, no están viciados o afectados de falsa motivación

-los actos administrativos no fueron expedidos de manera irregular

-caducidad 

-genérica 

5. TRÁMITE PROCESAL:
Por reparto, le correspondió a este Juzgado, el cual, por auto del 03 de octubre de 2018 dictó auto admisorio (fls. 79), el cual fue notificado a la entidad demanda, a la Agencia Nacional para la defensa del Estado y al Ministerio Público en debida forma (fls.86 y ss) La entidad demandada dio respuesta a la demanda en el término oportuno, razón por la cual mediante constancia secretarial de fecha 20 de mayo de 2019, se dio traslado a las excepciones propuestas ( fls 157), de las cuales la parte actora se pronunció en los términos visible a folios 158-164, mediante auto de fecha 13 de junio de 2019, para el día 23 de agosto de 2019 diligencia evacuada, agotando las etapas propias de la misma, mediante auto de fecha 19 de septiembre de 2019, se dio traslado  de la prueba documental decretada y no habiendo objeción de ninguna de las partes por la misma, mediante auto de fecha 2 de octubre de 2019  se ordenó la presentación de los alegatos de conclusión por escrito dentro de los diez días siguientes, y agotado dicho término se profirió la presente sentencia.
1. ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE: dentro del término para ello, visible a folios 177- 180 el apoderado de la parte actora, se ratifica en los hechos de la demanda, manifestando que bajo el principio iura novit curia sean tenidos en cuenta todos los hechos y argumentos expuestos en la demanda, la contestación de las excepciones y los presentes en estos alegatos, indicando que de conformidad con lo probado en el proceso, se logro demostrar que los actos administrativos demandados están desprovistos de legalidad, porque se expidieron con vicios que afectan su validez y que dan lugar a su anulación, como lo son, la falsa motivación, violación de normas superiores, expedición irregular, por todo lo anterior es procedente declarar la nulidad de los mismos y acceder a las pretensiones incoadas en el escrito de demanda.
PARTE DEMANDADA: En escrito allegado visible a folios 181-185, se ratifica en la contestación de la demanda, indicando las normas aplicables al caso concreto, concluyendo que no se encuentran los elementos de juicio que permitan concluir válidamente que los actos administrativos acusados, adolezcan de los vicios señalados, en consecuencia, solicita denegar las pretensiones de la demanda.
                      CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
1. EL PROBLEMA JURÍDICO: 
El análisis jurídico y probatorio se centra en determinar la legalidad de los actos administrativos demandados, son estos: oficio del 27 de marzo de 2018 y 03 de marzo de 2016, emanados de la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA, por medio del cual se resolvió negativamente la petición sobre reconocimiento de la bonificación por servicios prestados por los años 2016, 2017 y 2018, ordenado por el Decreto 2418 de 2015, artículos 1,2,3,4,5 y 6; y como consecuencia de ello, se deberá establecer, si a los señores AMANDA YEPES MARTINEZ, JESÚS MARÍA HIGUITA BARRERA, NELSON DE JESÚS ESCUDERO MONTOYA tienen derecho a la bonificación por servicios que consagra el Decreto 2418 de 2015. 
En ese sentido, con el fin de resolver el problema jurídico, el Despacho estudiará las pruebas obrantes en el expediente frente al marco normativo y jurisprudencial aplicable al caso concreto.
2. Presupuestos Procesales: 
El medio de control que se promueve es el de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrado en el artículo 138 del CPACA, es una acción a través de la cual la persona que se siente lesionada por un acto de la administración, que le ha desconocido el derecho individual reclamado, puede ejercerla, a fin de obtener de la jurisdicción contenciosa administrativa la nulidad del acto administrativo y el restablecimiento del derecho correspondiente. 

Este Despacho es competente para conocer del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, en virtud de lo establecido en los artículos 155 y 156 del CPACA. En la de nulidad y restablecimiento del Derecho, previamente se debe solicitar al juez la nulidad de un acto administrativo, ya que con este tipo de acciones se busca que se proteja al actor de un interés particular, para obtener el resarcimiento de un perjuicio causado con el acto cuya nulidad pretende. 

El medio de control propuesto procede por regla general contra los actos administrativos definitivos, creadores de situaciones jurídicas individuales, particulares y concretas o contra los de trámite cuando ellos, en sí mismos, contienen una decisión definitiva o hacen imposible continuar la actuación administrativa. 

Para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa en nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto cuestionado sea de carácter particular, es necesario que se hayan ejercido y decido los recursos obligatorios, de conformidad con lo establecido en el numeral segundo del artículo 161 del C.P.A.C.A. 

En el caso sub lite, podemos observar que el accionante podía acudir a la jurisdicción contencioso administrativa por cuanto en los actos acusados y el definitivo no se dio la oportunidad para interponer recursos. 
En cuanto al requisito de procedibilidad el mismo se encuentra agotado tal y como obra a folios 66 del expediente.
3. MARCO JURIDICO
DE LA BONIFICACIÓN POR SERVICIOS 

El Decreto 1042 de 1978 “Por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y unidades administrativas especiales del orden nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones”, en su artículo 45 creó la bonificación por servicios en los siguientes términos: 
ARTÍCULO 45.- De la bonificación por servicios prestados. A partir de la expedición de este Decreto, créase una bonificación por servicios prestados para los funcionarios a que se refiere el artículo 1.

 Esta bonificación se reconocerá y pagará al empleado cada vez que cumpla un año continuo de labor en una misma entidad oficial.

Sin embargo, cuando un funcionario pase de un organismo a otro de los enumerados en el artículo 1 de este decreto, el tiempo laborado en el primero se tendrá en cuenta para efectos del reconocimiento y pago de la bonificación, siempre que no haya solución de continuidad en el servicio. Se entenderá que no hay solución de continuidad si entre el retiro y la fecha de la nueva posesión no transcurrieren más de quince días hábiles. La bonificación de que trata el presente artículo es independiente de la asignación básica y no será acumulativa. (...)"

Esta bonificación se reconoce al empleado cada vez que cumpla un año continuo de labor en una misma entidad oficial, y conforme al artículo 9° del Decreto 660 de 2002, que es equivalente al 50% del valor conjunto de su asignación básica, los incrementos por antigüedad y los gastos de representación, que correspondan al funcionario en la fecha en que se cause el derecho a percibirla.

Por su parte el Decreto Nacional 2418 de 2015, Por el cual se regula la bonificación por servicios prestados para los empleados públicos del nivel territorial" dispuso:

 
"Artículo 1'. Bonificación por servicios prestados para empleados del nivel territorial. A partir del 1° de enero del año 2016, los empleados públicos del nivel territorial actualmente vinculados o que se vinculen a las entidades y organismos de la administración territorial, del sector central y descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Territorial, a las Asambleas Departamentales, a los Concejos Distritales y Municipales, a las Contralorías Territoriales, a las Personerías Distritales y Municipales y el personal administrativo del sector educación, tendrán derecho a percibir la bonificación por servicios prestados en los términos y condiciones señalados en el presente decreto. (...)
Artículo 2°. Reconocimiento y pago de la bonificación por servicios prestados. La bonificación por servicios prestados se reconocerá y pagará al empleado público cada vez que cumpla un (1) año continuo de labor en una misma entidad pública.

 Parágrafo. Los organismos y entidades a las cuales se les aplica el presente decreto podrán reconocer y pagar la bonificación por servicios prestados, a partir de la publicación del presente decreto, siempre que cuenten con los recursos presupuestales para el efecto en la presente vigencia fiscal, sin que supere los limites señalados en la Ley 617 de 2000."
Ahora bien, el Concepto 126841 de 2016, del Departamento Administrativo de la Función Pública, Ref.: remuneración. Bonificación de Dirección y Bonificación de Gestión Territorial y Bonificación por Servicios Prestados en el orden territorial. Rad. 20162060122602 del 27 de abril de 2016, en lo pertinente al pago proporcional de la Bonificación por Servicios Prestados, indicó:

“(…)

En cumplimiento del Acuerdo Único Nacional, suscrito en el año 2015 entre el Gobierno Nacional y/as Confederaciones y Federaciones de Sindicatos, y continuando con el proceso de asimilación del régimen salarial entre el orden nacional y el orden territorial, se expidió el Decreto 2418 de 2015, por el cual se regula la bonificación por servicios prestados para los empleados públicos del nivel territorial.

 (...)

 El empleado que al momento del retiro no haya cumplido el año continuo de servicios, tendrá derecho al reconocimiento y pago en forma proporcional de la bonificación por servicios prestados. 

(...)"

DE INAPLICACIÓN DE LA EXPRESIÓN «DEL ORDEN NACIONAL» CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1 ° DEL DECRETO 1042 DE 1978

En relación con la inaplicación de la expresión dispuesta en el artículo 1° del Decreto 1042 de 1978, la Subsección A de la Sección Segunda del Consejo de Estado, en sentencia Radicación: 54001233100020080017902 No. Interno: 3656-13 Apelación sentencia. Reconocimiento Prima Técnica Actor: María Nelly Pinzón Merchán, ha indicado lo siguiente:

«La Corte Constitucional en la sentencia C-402 del 3 de julio de 201313 declaró la exequibilidad de la expresión «del orden nacional» contenida en el artículo 1 del Decreto 1042 de 1978, que por vía de excepción de inconstitucionalidad el Consejo de Estado venía inaplicando14 por estimar que vulneraba el derecho a la ·igualdad consagrado en el art. 13 de la Carta Política, y se tornaba factible el reconocimiento de factores salariales dispuestos en el Decreto 1042 de 1978 a empleados públicos del orden territorial. 

La sentencia de exequibilidad de la Corte Constitucional es posterior a todas las providencias del Consejo de Estado que constituían en cierta medida un precedente sobre la materia, con lo cual quedó zanjada la discusión, pues conforme al artículo 243 Superior «los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional».

Es de resaltar que en la parte resolutiva de la sentencia C-402 de 2013 se decidió:

Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados en esta sentencia, las siguientes expresiones contenidas, en el Decreto 1042 de 1978 "por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y unidades administrativas especiales del orden nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones.

1. «del orden nacional», contenida en el artículo 1. 

2. «a quienes se aplica este Decreto», contenida en el artículo 31. 

3. «para los funcionarios a que se refiere el artículo 1» y «de los enumerados en el artículo 1 de este Decreto», contenidas en el artículo 45.

 4. «por la ley», prevista en el artículo 46. 

5. «a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto», prevista en el artículo 50: 

6. «señaladas en el artículo 1 de este Decreto», indicada en el artículo 51. 

7. «Los funcionarios a quienes se aplica el presente Decreto», contenida en el artículo 58. 

8. «a que se refiere el presente decreto», prevista en el artículo 62.
Señalo nuestro órgano de cierre constitucional que, los cargos por los cuales se acusaron los anteriores preceptos del mencionado decreto, en realidad no comportan una discriminación entre los empleados públicos del orden nacional con respecto de los del nivel territorial, y para lo cual consideró:

Improcedencia general del juicio de igualdad respecto de regímenes salariales disímiles 

[…]
11. En el caso particular de los diferentes regímenes laborales, la Corte ha concluido la improcedencia general del juicio de igualdad entre sus prestaciones. Esto en consideración a que no son equiparables y responden cada uno de ellos a los requerimientos específicos del orden o entidad de que se traten, el grado de responsabilidad y calificación profesional requerida o, lo que resulta particularmente importante para el caso analizado. así se trata de empleos del orden nacional o territorial. 

[...] 

En efecto, se ha explicado en esta sentencia que la determinación del · régimen salarial de los servidores públicos del orden territorial responde a una fórmula de armonización entre el principio de Estado unitario y el grado de autonomía que la Constitución reconoce a las entidades locales.
A partir de ese marco, el Congreso y el Gobierno fijan los criterios y objetivos generales a los que se sujetan las entidades territoriales para el ejercicio de sus competencias, se insiste de raigambre constitucional, para la fijación de las escalas salariales y los emolumentos de los cargos adscritos a ellas. 

14. De esta manera, cada entidad territorial está investida de la facultad de determinar los aspectos concretos de su régimen salarial, que respondan a las particularidades del ejercicio de la función pública en cada departamento, municipio o distrito; así como las variables presupuestales, la estructura institucional de ' la entidad territorial, el nivel de especialización profesional requerida, etc. 

14.1. La tesis sostenida por el actor, por lo tanto, presentaría al menos dos tipos de problemas. En primer lugar, sostener que el régimen salarial de los servidores públicos adscritos a la Rama Ejecutiva debe estar contenido en un solo estatuto, promulgado por el Gobierno en desarrollo de la ley marco fijada por el Congreso, vaciaría de contenido las competencias de las entidades territoriales explicadas en el fundamento jurídico 6 de esta sentencia. Esto a partir de una maximización del principio de Estado unitario y en abierta contradicción con la eficacia del grado de autonomía que la Constitución reconoce a las mencionadas entidades. 

14.2. En segundo lugar, esta vez desde el punto de vista formal, exigir que el Decreto acusado tenga alcance no solo para los servidores públicos del orden nacional, sino también para aquellos adscritos al nivel territorial, configuraría un exceso en el ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas para la expedición de la norma acusada. 

Así las cosas, para la Sala resulta claro que al ser la Corte Constitucional la que decidió declarar exequible la expresión «del orden nacional» contenida en el Decreto 1042 de 1978, que en diversos fallos el Consejo de Estado venía inaplicando con fundamento en los artículos 4 y 13 de la Constitución Política, no se requiere de mayores razonamientos para establecer que lo procedente es · entender que el régimen salarial establecido por el aludido decreto, dentro del cual figuran la bonificación por servicios prestados y la prima de antigüedad, son de aplicación exclusiva de los empleados del orden nacional.»
De conformidad con la normatividad y la jurisprudencia antes referida, se infiere claramente que la Bonificación por Servicios Prestados se reconocerá y pagará al empleado público cada vez que cumpla un (1) año continuo de labor en una misma entidad pública y si este no cumple el año continuo de servicios, la entidad ya sea del Nivel Central o Descentralizado, deberá hacer el reconocimiento y pago en forma proporcional de la mencionada bonificación. 

4. DEL CASO CONCRETO Y LA POSICION DEL DESPACHO: 

Pruebas aportadas y decretadas: (fls 19-66 y 102-156 y 173-174 del cuaderno principal)
-certificado laboral de los demandantes 2016-2018
-Resoluciones No 023, 010 y acta de nombramiento.

-certificado de existencia y representación de fecha 2017 y 2018

-concepto departamento de la función pública de fecha 23-02-2018

-solicitud de la ESE al Departamento de la Función Publica de fecha agosto de 218 y 11/08/2016.

-solicitud de pago del demandante a ESE del 23/03/2018

-Actos administrativo demandados de fecha 27/03/2018 y 03/03/2016

-petición firmada por el sindicato ANTHOC y los demandantes de febrero 2016
-Acuerdos 2014,2015,2016 y 2017 a través de los cuales se aprueba el presupuesto.

-Copia simple del decreto 2418 de 2015.

-copia del expediente administrativo allegado por la entidad accionada.

-Respuesta a exhorto No 274 del 27 de agosto de 2019

Pretende la parte actora se declare la nulidad de los Actos administrativos del 27 de marzo de 2018 y 03 de marzo de 2016, emanados de la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA, por medio del cual se resolvió negativamente la petición sobre reconocimiento de la bonificación por servicios prestados por los años 2016, 2017 y 2018, ordenado por el Decreto 2418 de 2015, artículos 1,2,3,4,5 y 6; y como consecuencia y a título de restablecimiento del derecho, se condene u ordena a la demandada, a liquidar, reconocer y pagar sin perjuicios que se acredite un mayor valor en el proceso, a los demandantes AMANDA YEPES MARTINEZ, JESÚS MARÍA HIGUITA BARRERA, NELSON DE JESÚS ESCUDERO MONTOYA, las bonificaciones por servicios prestados correspondientes a los siguientes años 2016-2018.
Por su parte la entidad accionada advierte que los actos administrativos demandados fueron expedidos, conforme a la ley y están concedidos de legalidad. 

Para resolver el anterior problema jurídico, el análisis jurídico y probatorio se centra en determinar la legalidad de los actos administrativos demandados, son estos: oficio del 27 de marzo de 2018 y 03 de marzo de 2016, emanados de la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL PADRE CLEMENTE GIRALDO GRANADA- ANTIOQUIA y como consecuencias de ello, establecer, si los demandantes tienen derecho a la bonificación por servicios que consagra el Decreto 2418 de 2015 y demás normas concordantes. En ese sentido, con el fin de resolver el problema jurídico, el Despacho estudiará las pruebas obrantes en el expediente frente al marco normativo y jurisprudencial aplicable al caso concreto.
Examinado el expediente se encuentra que, de las pruebas previamente relacionadas, el Despacho evidencia que los demandantes no tienen derecho al reconocimiento y pago de la bonificación por servicios prestados, pues si bien el Decreto 1919 de 2002 “Por el cual se fija el Régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos y se regula el régimen mínimo prestacional de los trabajadores oficiales del nivel territorial”, extendió el régimen de prestaciones sociales de los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del orden nacional a los del orden territorial, el Decreto 1042 de 1978, establece que la bonificación por servicios es un factor salarial, lo que representa que aun desde antes del Decreto 1919 no tenía sustento alguno el reconocimiento y pago de estos factores salariales a empleados públicos del nivel territorial. 
Bajo el anterior precepto, nuestro órgano de cierre en sentencia bajo radicado 54001-23-31-000-2008-00179-02. Consejero Ponente: Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas del 17 de diciembre de 2017, se manifestó:
«2.3.3. Respecto de la excepción de Inconstitucionalidad de la expresión «del orden nacional» del artículo 1° del Decreto 1042 de 1978 se tiene lo siguiente: 

Del análisis del material probatorio obrante en el expediente, se encuentra que la actora solicitó el análisis de la excepción de inconstitucional en la etapa de los alegatos de conclusión de primera instancia, momento procesal improcedente para su análisis, debido a que la decisión de juez de primera instancia está circunscrita a los argumentos expuestos en la demanda y en su contestación. Desconocer tales postulados van desmedro del derecho de defensa y contradicción de la contraparte, como bien lo precisó el a quo.

 A pesar de lo anterior la parte actora en su recurso de apelación y en sus alegatos ante esta instancia, de nuevo solicitó inaplicar la aludida expresión a través de la excepción de inconstitucionalidad, basado en el hecho de que esta Corporación en anteriores oportunidades ha dispuesto el reconocimiento de bonificación por servicios y prima de antigüedad para empleados públicos del orden territorial por esa vía. 

Sobre el particular, se tiene que no puede estimarse que la expresión «del orden nacional» vulnera el derecho a la igualdad con el fin de hacer extensivos los factores salariales deprecados a los empleados del orden territorial, pues al haber sido declarada exequible dicha expresión contenida en el artículo 1.0 del Decreto 1042 de 1978, los factores salariales de los empleados públicos a nivel nacional y territorial no se encuentran en un mismo plano de igualdad, y por ende no puede pregonarse en el sub lite un desconocimiento del artículo 13 de la Constitución Política. 

Es preciso señalar que en oportunidades anteriores esta Corporación, inaplicó la expresión «del orden nacional» y en consecuencia reconoció los factores salariales contemplados en el Decreto 1042 de 1978 a empleados del orden territorial, lo cierto es que son anteriores a la sentencia C-402 del 3 de julio de 2013 y, en razón a ello, era posible que se hubiera utilizado tal mecanismo; sin embargo ello no es legalmente posible hacerlo en decisiones que se deban proferir con posterioridad a la sentencia de constitucionalidad emitida por la Corte Constitucional, como ocurre en el sub examine, porque la discusión sobre el tema quedó culminada, de suerte que no se estaría desconociendo precedente alguno, y por ende no hay lugar a acceder a las súplicas por la vía de inaplicar la tantas veces aludida expresión.» (Subrayas y negrillas intencionales)
Sin más consideraciones que las ya expuestas, quedó demostrado para el presente caso que, los actos administrativos acusados, no fueron expedidos irregularmente, toda vez que se reitera que, si bien es cierto, previamente a la sentencia C- 402 de 2013, se reconocía dicha prestación teniendo en cuenta lo ordenado en el decreto 1042 de 1978, inclusive teniendo en cuenta a los empleados del orden territorial; lo cierto es que dicho tema quedo resuelto en la sentencia de constitucionalidad ya analizada, razón por la cual no se logró desvirtuar la presunción de legalidad de los actos acusados y en ese orden de ideas, se negarán las pretensiones de la demanda.
COSTAS.
El artículo 188 de la ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 

“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie asuntos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

Así entonces considera esta falladora que en el caso concreto no debe condenarse en costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA.
PRIMERO: NIÉGUENSE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.
SEGUNDO: NO CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante, de acuerdo a la parte motiva de esta providencia.
TERCERA: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ 
� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION PRIMERA, consejero ponente: GUILLERMO VARGAS AYALA, dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015), Radicación número: 25000-23-24-000-2012-00446-01, Actor: C.I. CITITEX DE COLOMBIA S.A. HOY CITITEX UAP S.A, Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN
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